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DICTAMEN 549/2021 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 13 de diciembre de 2021 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el procedimiento de revisión de oficio 
instado por D. yyy1 y Dña. yyy2, contra el Decreto núm. 3643, de 8 de junio, de 
la Concejalía de Movilidad y Espacio Urbano del Ayuntamiento de xxx1, por el 
que se desestima el recurso de reposición interpuesto por aquellos frente al 
Decreto 2020/278, de 17 de enero, por el que se acuerda la ejecución subsidiaria, 
por parte del Ayuntamiento, de unas actuaciones, y del Decreto 2020/8049, de 
18 de noviembre, por el que se aprueban los costes de la intervención imputables 
a cada uno de los solicitantes y se les requiere el pago. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 14 de diciembre de 2021, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo con 
el número de referencia 549/2021, iniciándose el cómputo del plazo para la 
emisión del dictamen, previa ampliación de este, tal y como dispone el artículo 
52 del Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por la Resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia a la Consejera Sra. Ares González. 

 
Primero.- Los hechos de los que trae causa el presente expediente son, 

en síntesis, los siguientes: 

A) Situación previa del inmueble. 



 

 2 

 
- El 12 de junio de 2018 la Policía Municipal acudió a valorar la 

fachada de la vivienda situada en la calle cccc nº 1 de xxx1, “ya que se había 
desprendido parte de ella, por si pudiera desprenderse algo más”, y acotó la zona 
con vallas y cinta. Se hace constar en el parte que “Se desconoce quién pueda 
ser el propietario”. 

 
- El 17 de julio de 2018 el arquitecto técnico municipal emite 

informe sobre el derrumbamiento parcial del muro de la fachada del inmueble 
ubicado en la calle cccc nº 1, con el consiguiente colapso de la estructura de 
cubierta. El informe “considera que existe un riesgo claro de futuros desplomes 
del resto del muro, con afección a la vía pública y hacia la vivienda colindante. 
Por ello, de acuerdo con lo regulado en el artículo 328 del RUCYL, cabe concluir 
que el cuerpo constructivo de menor altura se encuentra en situación de ruina 
inminente” (no valora la situación del cuerpo constructivo de mayor altura al 
ser precisa una inspección más exhaustiva desde el interior del inmueble). Y 
añade que “ante la omisión del deber de conservación establecido en el 
artículo 19 del RUCyL, por parte de los propietarios, procede requerir la 
demolición de ese cuerpo constructivo”. En el mismo informe se hace constar 
lo siguiente: 

 
“Revisados los antecedentes que existen sobre el predio 

objeto de la denuncia, se constata que existe abierto `expediente contradictorio 
de ruina´ con número 3305/1998, según consta anotado en Knosys, pero que, 
al ser remitido desde el Archivo Municipal, se verifica que el número del 
expediente es el 3306/1998 y no el 3305/1998, lo que evidencia seguramente un 
error de anotación. 

 
»De cualquier manera, dicho expediente se incoa el 

28/12/1998, teniendo en cuenta un informe técnico previo, el cual se solicita por 
el Servicio de Control de la Legalidad Urbanística en atención a una denuncia de 
fecha 06/11/1998 que realiza la persona que moraba la vivienda en ese 
momento”. 

 
B) Expediente de ruina y ejecución subsidiaria de las obras. 
 
1.- Por el Decreto 2018/4910, de 26 de julio de 2018, de la Alcaldía, se 

incoa expediente para declarar en situación de ruina inminente parcial el cuerpo 
constructivo de menor altura del inmueble citado. Dicha resolución se notifica a 
Dña. yyy3 el 7 de agosto de 2018. 
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2.- Obra en el expediente un parte de incidencias de la Policía Municipal 
de 24 de octubre de 2018, en el que, sobre el mismo inmueble, se hace constar: 
“Vivienda en estado de ruina inminente cuya fachada se derrumbó a principios 
del mes de junio hacia la vía pública, permaneciendo desde entonces los 
escombros acotados por vallas, generando un grave perjuicio a la circulación de 
vehículos”. 

 
3.- Por Decreto de 28 de mayo de 2019, del Concejal Delegado de 

Urbanismo, Infraestructuras y Vivienda, se retrotraen las actuaciones, dado que 
“Consultados los archivos municipales se deduce que los propietarios actuales del 
inmueble son” D. yyy4, Dña. yyy3, Dña. yyy5 y Dña. yyy6, y el decreto de inicio 
del expediente solo se notificó a Dña. yyy3. En la misma resolución se rectifica el 
Decreto 4.910, al haberse advertido un error en la numeración del expediente. 
La resolución se notifica personalmente a los cuatro interesados. 

 
4.- El 30 de julio de 2019 el arquitecto técnico municipal emite nuevo 

informe en el que señala que, tras realizar nuevas visitas de inspección, “Se 
evidencia claramente que los derrumbamientos ahora son mayores que hace un 
año, pues no se ha adoptado ninguna medida al respecto, y que la falta de 
actuación está agravando el estado de deterioro lo que sin duda provocará en 
algún momento el colapso incontrolado del muro. 

 
»Por lo que a la vista de la degradación que presenta el inmueble, 

que origina riesgo hacia la vía pública y hacia los colindantes y teniendo en 
consideración la pasividad de la propiedad, cabe adoptar por parte de este 
Ayuntamiento medidas de ejecución forzosa, debiendo optar por la ejecución 
subsidiaria (…)”. 

 
5.- El 19 de agosto de 2019 se concede trámite de audiencia a los 

propietarios del inmueble y se les advierte de que “Transcurrido dicho plazo se 
procederá a la ejecución subsidiaria por parte de este Ayuntamiento y con cargo 
a la propiedad obligada, de los trabajos ordenados en virtud del Decreto núm. 
4910 de 26 de julio de 2018, significándose que el importe de la ejecución 
subsidiaria podrá liquidarse de forma provisional y realizarse antes de la 
ejecución, a reserva de la liquidación definitiva, conforme al art. 102.4 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas”. El trámite de audiencia se notifica personalmente a 
los cuatro interesados (D. yyy4, Dña. yyy3, Dña. yyy5 y Dña. yyy6). 
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6.- El 5 de septiembre de 2019 el arquitecto técnico municipal emite 
informe sobre la valoración de honorarios para redacción de proyecto de 
demolición y dirección facultativa del derribo del inmueble. 

 
7.- Obra en el expediente un parte de intervención sobre la vivienda, 

realizada por el Servicio de Extinción de Incendios, Salvamento y Protección Civil 
el 5 de septiembre de 2019. Se procede “a retirar elementos inestables del 
enfoscado recubriendo los muros de adobe que corren riesgo de 
desprendimiento, así como a señalizar con cinta a totalidad del frente de la finca”. 

 
8.- El 5 de septiembre de 2019 el Ayuntamiento solicita, a través de un 

correo electrónico al Decanato del Registro de la Propiedad, nota simple sobre la 
titularidad del inmueble. No consta respuesta a dicha solicitud. 

 
9.- El 17 de enero de 2020 el técnico arquitecto de la Secretaría Ejecutiva 

del Área de Movilidad y Espacio Urbana emite informe en el que señala la necesidad 
de llevar a cabo la demolición completa del cuerpo de edificación afectado, así 
como la delimitación y acotado del perímetro de protección en el frente del 
inmueble y su vallado mediante postes metálicos y paneles de chapa. Manifiesta 
que “tales intervenciones revisten carácter de urgencia en orden a impulsar 
subsidiariamente las actuaciones técnico-administrativas necesarias para el 
restablecimiento de las condiciones mínimas de seguridad y salubridad exigibles”. 

 
10.- Por el Decreto 2020/278, de 17 de enero de 2020, del Concejal 

Delegado de Movilidad y Espacio Urbano, se resuelve “Llevar a efecto 
subsidiariamente por parte de este Ayuntamiento y con cargo a la propiedad 
obligada, las actuaciones ordenadas en el Decreto de Alcaldía núm. 4910, de 26 
de julio de 2018, relativo al inmueble sito en la C/cccc nº 1 de esta localidad, las 
cuales se realizarán por profesional que se determine a costa del obligado, que 
deberá abonar no solo el coste de la ejecución material sino también los 
honorarios técnicos, seguros de responsabilidad civil y demás gastos que se 
deriven de dicha actuación, que se exigirán en su caso por vía de apremio sobre 
el patrimonio, conforme a las normas reguladoras del procedimiento recaudatorio 
en vía ejecutiva”. Esta resolución se notifica personalmente a D. yyy4 (el 23 de 
enero), a Dña. yyy5 (el 23 de enero) y Dña. yyy6 (el 28 de enero), pero no consta 
que se haya notificado a Dña. yyy3 (tras los dos intentos infructuosos de 
notificación personal que figuran en el expediente). 

 
11.- El mismo 17 de enero de 2020 se adjudica el contrato menor para la 

demolición parcial del inmueble y el cerramiento metálico necesario.  
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12.- El 24 de enero de 2020 el técnico-arquitecto de la Secretaría Ejecutiva 
del Área de Movilidad y Espacio Urbano informa de que las actuaciones de 
“demolición completa del cuerpo de edificación frontal-derecho”, vallado de la 
parcela y “restablecimiento provisorio de las condiciones mínimas de seguridad 
exigibles para personas y bienes en la zona de actuación”, ya han concluido en 
esa fecha. 

 
C) Identificación posterior de los titulares registrales del inmueble. 
 
1.- Tras el inicio de la ejecución subsidiaria, el 20 de enero de 2020 el 

Ayuntamiento solicita de nuevo, mediante correo electrónico al Decanato del 
Registro de la Propiedad, nota simple sobre la titularidad del inmueble.  

 
El 21 de enero de 2020 el Registro de la Propiedad nº 3 emite nota simple 

informativa sobre la finca, en la que figuran como titulares registrales D. yyy1 y 
Dña. yyy2 y Dña. yyy7, D. yyy8 y D. yyy9, todos ellos herederos de Dña. yyy10. 

 
2.- Por Decreto de 12 de febrero de 2020, del Concejal Delegado de 

Movilidad y Espacio Urbano, se resuelve: 
 
“Primero.- Poner en conocimiento de los titulares registrales del 

inmueble sito en la C/cccc nº 1 de esta localidad, que se encuentra en tramitación 
el expediente R.I. 6/2018, de ruina inminente parcial del cuerpo constructivo de 
menor altura del inmueble con referencia catastral nº (…), como consecuencia 
del deficiente estado en que se encuentra dicho inmueble, indicándoles que 
cuentan con el derecho de acceder al contenido del expediente, conforme a lo 
establecido en el art. 53 de la citada Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

 
»Segundo.- Notificar a los titulares registrales del inmueble sito en la 

C/cccc nº 1 de esta localidad, el Decreto de la Concejalía de Movilidad y Espacio 
Urbano núm. 278 de 17 de enero de 2020, por el que se resolvió llevar a efecto 
subsidiariamente por parte de este Ayuntamiento y con cargo a la propiedad, las 
actuaciones ordenadas por Decreto núm. 4910 de 26 de julio de 2018”. 

 
Las citadas actuaciones se notifican: personalmente, a D. yyy1 y a D. yyy8 

y Dña. yyy7; y a través de anuncios publicados en el Boletín Oficial del Estado 
los días 21 de febrero y 14 de agosto de 2020, respectivamente, a D. yyy9 (si 
bien no constan en el expediente los intentos infructuosos de notificación 
personal a este) y a Dña yyy2. Consta también un anuncio de notificación de 
dichas actuaciones, publicado en el Boletín Oficial del Estado el 9 de mayo de 
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2020, dirigido a “los Herederos de D. yyy4, a los Herederos de D. yyy11, a los 
Herederos de D. yyy12, a los Herederos de Dª yyy10, y a quienes pudieran ser 
parte interesada”). 

 
3.- Mediante escrito fechado el 4 de abril (registrado de entrada en el 

Ayuntamiento, según se infiere, el 6 de marzo de 2020) todas las personas antes 
citadas presentan alegaciones (que el Ayuntamiento califica como recurso de 
reposición) en las que señalan lo siguiente: “(…) Ante la referida notificación 
manifestamos no tener ningún interés en los referidos procedimientos, por hecho 
de ser total y absolutamente ajenos a la propiedad del referido inmueble, toda 
vez que el mismo fue traspasado mediante contrato de compraventa per la madre 
de los suscribientes hace 30 años, si bien parece que no se elevó a escritura 
pública. La compraventa del inmueble es de general conocimiento por los vecinos 
más antiguos de la referida calle y otras aledañas, así como que la posesión del 
mismo es absolutamente ajena a quienes suscriben. 

 
»Es de señalar que copia del referido contrato se presentó en su 

día ante ese Ayuntamiento, a fin de que por el mismo se girara el impuesto de 
bienes inmuebles al propietario real, come ha venido haciendo desde entonces, 
así como respecto de otros tributos, como podría ser la tasa de recogida de 
basuras que se cargó durante determinados ejercicios. 

 
»El hecho de que los suscribientes figuremos como titulares 

registrales se debe únicamente a la falta de inscripción registral de la compraventa, 
lo que no altera la existencia de la misma, ni la propiedad del adquirente, como 
sin duda se conoce bien en ese Ayuntamiento, como tampoco altera que no 
tengamos responsabilidad alguna en relación en la señalada ruina del edificio”. 

 
4.- Por el Decreto 2020/2836, de 29 de abril, del Alcalde, se resuelve 

aceptar la factura, reconocer la obligación y “aprobar la liquidación por importe 
de 3.339 euros más el correspondiente I.V.A. de 701,19 euros como 
consecuencia de las obras ejecutadas subsidiariamente, relativas al inmueble sito 
en la C/ cccc nº 1 de esta localidad, contra la propiedad del mismo”.  

 
Esta resolución se notifica personalmente a Dña. yyy5, Dña. yyy3 y 

Dña. yyy6, a D. yyy1 y Dña. yyy2, y a D. yyy8 y Dña. yyy7; y por anuncio 
publicado en el Boletín Oficial del Estado de 14 de agosto de 2020 a D. yyy9. 
Consta asimismo la publicación en el Boletín Oficial del Estado del 9 de mayo de 
2020 de un anuncio de notificación del citado Decreto nº 2836, dirigido “a los 
Herederos de D. yyy4, a los Herederos de D. yyy11, a los Herederos de D. yyy12, 
a los Herederos de Dña. yyy10, y a quienes pudieran ser parte interesada”. 



 

 7 

 
5.- Por Decreto 2020/3643, de 8 de junio de 2020, se desestima el calificado 

como recurso de reposición, interpuesto el 6 de marzo de 2020 por D. yyy1 y 
Dña. yyy2 y por Dña. yyy7, D. yyy8 y D. yyy9, contra el Decreto 2020/278, de 17 
de enero de 2020, por el que se resolvió llevar a efecto subsidiariamente por el 
Ayuntamiento y con cargo a la propiedad, las actuaciones ordenadas por Decreto 
nº 4910 de 26 de julio de 2018. En dicha resolución se indica que “Consultada la 
oficina virtual del catastro, es cierto que atribuye la titularidad a los Herederos de 
D. yyy12, siendo el 26 de diciembre de 1996 la fecha de modificación en catastro 
en cuanto a la titularidad. Sin embargo, existe una alteración posterior en los 
archivos municipales de fecha 14 de diciembre de 2014, correspondiente a una 
nueva compraventa del inmueble de referencia, en la que consta como 
transmitente Dª yyy10 y como adquirente Dña. yyy7, lo que contradice los 
argumentos de la parte recurrente”. 

 
Esta resolución se notifica personalmente a Dña. yyy5, Dña. yyy3 y 

Dña. yyy6, a D. yyy1 y Dña. yyy2, y a D. yyy8 y Dña. yyy7; y por anuncio 
publicado en el Boletín Oficial del Estado de 14 de agosto de 2020 a D. yyy9. 
Consta asimismo la publicación en el Boletín Oficial del Estado del 14 de agosto 
de 2020 de mayo de 2020 de un anuncio de notificación del citado Decreto nº 
2836, dirigido “a los Herederos de D. yyy4, a los Herederos de D. yyy11, a los 
Herederos de D. yyy12, a los Herederos de Dña. yyy10 y a quienes pudieran ser 
parte interesada”. 

 
6.- Por Decreto 2020/8049, de 18 de noviembre de 2020, del Concejal 

Delegado de Movilidad y Espacio Público, se aprueban los costes imputables a 
cada uno de los titulares registrales del inmueble, derivados del coste total de la 
obra ejecutada subsidiariamente, se emite la factura y el documento cobratorio 
correspondiente y se ordena que se proceda al ingreso de las cantidades “como 
liquidación definitiva de la actuación ejecutada subsidiariamente por el 
Ayuntamiento”, con advertencia de que, una vez transcurrido el plazo indicado 
para el ingreso sin haberlo realizado, se procederá al cobro por vía ejecutiva.  

 
Consta la notificación realizada a todos los titulares registrales. 
 
Segundo.- El 18 de diciembre de 2020 D. yyy1 y Dña. yyy2, Dña. yyy7, 

D. yyy8 y D. yyy9 solicitan la declaración de nulidad del Decreto 2020/3643, que 
desestimó el recurso de reposición (así calificado el escrito presentado el 6 de 
marzo de 2020) interpuesto frente al Decreto 2020/278, al considerar que 
concurre la causa prevista en el artículo 47.1.e) de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
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Públicas (en adelante LPAC), ya que el acto se ha dictado prescindiendo total y 
absolutamente del procedimiento legalmente establecido para declarar la 
responsabilidad de los recurrentes. Consecuencia de lo anterior, solicitan también 
la nulidad del Decreto 2020/8049, que aprueba los costes imputables a cada uno 
de los recurrentes. 

 
Los motivos que alegan son, en síntesis, los siguientes: 
 

- En ningún momento se les dio intervención en el procedimiento 
de ruina que finalizó con el Decreto 2020/278, de ejecución subsidiaria de las 
obras, y por tanto el Ayuntamiento nunca les requirió para que ejecutasen las 
actuaciones previstas en el Decreto 2018/4910, sino que aquel procedimiento se 
entendió únicamente con los propietarios del inmueble (herederos de D. yyy12, 
que no formularon alegaciones ni realizaron actuación alguna). Es a este a quien 
Dña. yyy10 (madre de los recurrentes) transmitió la propiedad en el año 1968 o 
1969, lo que, según afirman, “es de general conocimiento de los vecinos antiguos 
del barrio” y también es conocido por el Ayuntamiento, ya que hace décadas que 
se comunicó al Ayuntamiento el contrato privado de compraventa y desde ese 
momento nunca se les giró, ni a ellos ni a su madre, ningún tributo municipal 
relativo al inmueble. 

 
- El escrito de 6 de marzo de 2020 (calificado por el Ayuntamiento 

como recurso de reposición) se presentó en respuesta a la notificación del 
Decreto nº 278 y del Decreto de 12 de febrero de 2020, y en él se limitaron a 
comunicar al Ayuntamiento que, aunque eran los titulares registrales, no eran los 
propietarios del inmueble y, por tanto, no tenían interés en el procedimiento. Es 
decir, no impugnaban el Decreto nº 278 porque en él no se les identificaba como 
propietarios.  

 
- El Decreto 2020/3643 no parece establecer responsabilidad alguna 

de los titulares registrales, sino que solo se dirige a ellos a efectos de soportar la 
ejecución sobre el inmueble, al no coincidir con los propietarios. 

 
- El Decreto 2020/3643, que resuelve el recurso de reposición, ha 

agravado su situación inicial, vulnerando así el artículo 119.3 de la LPAC, y ha 
infringido el artículo 118.1, al no haberles otorgado previa audiencia del resultado 
de la consulta al Catastro que el Ayuntamiento efectuó de oficio y que no había 
alegado anteriormente. 

 
Y ello porque es en esta consulta en la que el Ayuntamiento se basó 

para considerar que, pese a que desde el 26 de diciembre de 1996 la titularidad 
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que reflejaba el Catastro era la de los herederos de D. yyy12, existe una 
alteración posterior en los archivos municipales de fecha 14 de diciembre de 
2014, día que falleció Dña. yyy10 (madre de los recurrentes), en la que consta 
que esta transmitió el inmueble a Dña. yyy7.  

 
En todo caso, los recurrentes afirman que esta venta nunca existió 

y que se trató de un error al efectuar los trámites de la herencia de su madre, al 
incluir en ella este inmueble; y que “Fue ante el notario D. (…) cuando alguno de 
los herederos señaló que era erróneo haber incluido el inmueble en la herencia, 
porque Dª yyy10 lo había vendido hacía mucho tiempo, respondiendo el notario 
que eso lo arreglaría después fácilmente”. 

 
En definitiva, consideran que el acto es nulo porque “Las circunstancias 

expuestas ponen de manifiesto la situación de indefensión en que han sido 
colocados, puesto que el Ayuntamiento pretende que mediante la resolución de 
un recurso de reposición en el que tiene en cuenta una compraventa, nunca antes 
alegada por el Ayuntamiento, que constaría en el catastro pero que nunca existió, 
se ha declarado la responsabilidad de los titulares registrales. 

 
»Además, como ya se ha dicho, tampoco en la resolución del 

recurso se declara que los titulares registrales estén obligados al pago, no ha 
quedado claro hasta que no se les ha exigido posteriormente el pago mediante 
el Decreto nº 8049, de 18 de noviembre de 2020”. 

 
En el mismo escrito en el que solicitan la nulidad de pleno derecho, los 

interesados interponen recurso de reposición frente al mencionado Decreto 
nº 8049, de 18 de noviembre de 2020, a fin de que se declare la nulidad de la 
imputación de los costes de la intervención. Y subsidiariamente solicitan que se 
tenga por interpuesto recurso extraordinario de revisión frente a los Decretos nº 
3643 y 8049, antes citados, o que se revoquen estos, al ser actos de gravamen 
o desfavorables. 

 
Tercero.- El 28 de diciembre de 2020 se admite a trámite el recurso 

extraordinario de revisión frente al Decreto nº 3643, al amparo del artículo 
125.1.a) de la LPAC; así como el de reposición frente al Decreto nº 8049, cuyo 
plazo de resolución se suspende hasta la solución del primero. Se suspende 
igualmente y hasta el mismo momento el plazo para el abono de las liquidaciones 
derivadas de la ejecución subsidiaria llevada a cabo en el inmueble. 
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Esta resolución se remite para su notificación a los recurrentes (no consta 
la notificación a D. yyy9 y a Dña. yyy2) y a Dña. yyy3 (cuya notificación no 
consta), Dña. yyy6 y Dña. yyy5 y a los herederos de D. yyy11 y D. yyy4.  

 
Los herederos de este último presentan escrito el 25 de enero de 2021 en 

el que manifiestan que ni ellos ni su padre eran son propietarios de ese inmueble. 
 
Cuarto.- El 1 de febrero de 2021 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria del recurso extraordinario de revisión, de la pretensión de 
revocación y de la solicitud de nulidad de los decretos nº 3643 y 8049. 

 
Quinto.- Remitido el expediente a este Consejo Consultivo, mediante el 

Dictamen 144/2021, de 20 de mayo, se concluye que no procede pronunciarse 
sobre el fondo del asunto al no haberse tramitado correctamente la pretensión 
principal de los interesados, que es la solicitud de declaración de nulidad. 

 
Sexto.- A la vista de ello y de la solicitud de los interesados, el 16 de junio 

la Concejalía de Movilidad y Espacio Urbano incoa expediente de revisión de oficio 
del Decreto nº 3643, de 8 de junio de 2020, por el que se desestimó el recurso 
de reposición presentado el 6 de marzo de 2020.  

 
Dicha resolución se notifica a los solicitantes, a Dña. yyy6, Dña. yyy3 y 

Dña. yyy5 y a los herederos de D. yyy11 y de D. yyy4, y se les concede un plazo 
de audiencia de 10 días. 

 
Séptimo.- El 13 de julio Dña. yyy2, en su propio nombre y en 

representación del resto de solicitantes de la nulidad, presenta un escrito en el 
que reitera las alegaciones y pretensiones expuestas en su escrito anterior.  

 
Adjunta copia de actuaciones relativas a las Diligencias Preliminares 

493/2021 iniciadas en el Juzgado de Primera Instancia nº 14 de xxx2, a instancia 
de Dña. yyy7, frente a D. yyy4, Dña. yyy3, Dña. yyy5 y Dña. yyy6, como 
herederos de D. yyy12, a fin de conocer quién es el propietario de la vivienda de 
la calle cccc nº 1. No consta en el expediente el resultado de dichas actuaciones. 

 
Octavo.- El 20 de septiembre de 2021 se formula nueva propuesta de 

resolución desestimatoria de la solicitud de revisión de oficio, que se notifica a 
todos los interesados. 

 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

procedimiento de revisión de oficio con carácter preceptivo, de conformidad con 
lo previsto en el artículo 4.1.i),2º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del 
Consejo Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda 
emitir el dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.f) del Acuerdo 
de 6 de marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 

 
Además, la preceptividad del dictamen del Consejo Consultivo resulta 

justificada, con toda claridad, a tenor de lo dispuesto en el artículo 106.1 de la 
LPAC. Del referido artículo se deduce que dicho dictamen es, además de 
preceptivo, habilitante de la ulterior decisión revisora de la Administración, ya 
que solo puede declarar la nulidad del acto si dicho dictamen hubiera sido 
favorable, esto es, estimatorio de la nulidad denunciada. 

 
2ª.- En relación con el órgano competente para acordar la iniciación y 

resolver el procedimiento de revisión de oficio, la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
reguladora de las Bases del Régimen Local (en adelante LBRL), en su artículo 
110.1 solamente precisa el órgano competente para la revisión de los actos 
dictados en vía de gestión tributaria, estableciendo al efecto que corresponde al 
Pleno de la Corporación la declaración de nulidad de pleno derecho y la revisión 
de tales actos, en los casos y de acuerdo con el procedimiento de los artículos 
153 y 154 de la Ley General Tributaria (actualmente los artículos 216 y siguientes 
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre). Aunque no existe previsión concreta 
sobre esta cuestión en el contexto del procedimiento administrativo común, de 
una interpretación sistemática de los artículos 21 y 22 de la LBRL, cabe entender 
que si para la declaración de lesividad de actos anulables la competencia es del 
Pleno (artículo 22.2.k), correspondiendo la iniciativa al Alcalde (artículo 21.1.l), 
la revisión de oficio de actos nulos de pleno derecho debe someterse al mismo 
régimen, pues en otro caso se produciría una asimetría inaceptable; y más 
cuando el artículo 22.2.j) indica que corresponde al Pleno del Ayuntamiento “el 
ejercicio de las acciones administrativas y judiciales”. 

 
Asimismo cabe señalar que el procedimiento no ha caducado, a tenor de lo 

establecido en el artículo 106.5 de la LPAC (“Cuando el procedimiento se hubiera 
iniciado de oficio, el transcurso del plazo de seis meses desde su inicio sin dictarse 



 

 12

resolución producirá la caducidad del mismo. Si el procedimiento se hubiera 
iniciado a solicitud de interesado, se podrá entender la misma desestimada por 
silencio administrativo”), ya que se ha iniciado a instancia de la interesada.  

 
3ª.- Para dar curso al procedimiento de revisión de oficio de actos nulos 

de pleno derecho, es necesario que concurran los siguientes presupuestos: 
 

- Que se encuentren en uno de los supuestos enumerados en el 
artículo 47.1 de la LPAC, o que al amparo de la última letra del citado precepto 
estén expresamente previstos en una ley. 

 
- Que pongan fin a la vía administrativa o que no hayan sido 

recurridos en plazo, si bien este último es un requisito que solo jugará cuando se 
inicie la revisión a instancia del interesado y no cuando el procedimiento sea 
instado de oficio por la propia Administración autora del acto. 

 
- Que la solicitud de revisión de oficio se inste por persona 

interesada o de oficio por la propia Administración. 
 
El mencionado artículo 106 no contempla un procedimiento específico para 

la revisión de oficio de los actos administrativos, sino que se limita a exigir el 
dictamen previo favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente 
de la Comunidad Autónoma. Por ello, resultan de aplicación las disposiciones 
generales sobre los procedimientos administrativos, contenidas en el título IV de 
la citada Ley. 

 
A la vista de la documentación obrante en el expediente, puede afirmarse 

que el procedimiento se ha tramitado conforme a lo previsto en la LPAC. La 
exigencia de informe del Consejo Consultivo se cumple con la emisión del 
presente dictamen.  

 
4ª.- En cuanto al fondo del asunto, los solicitantes consideran que el 

Decreto 2020/3643, que desestimó el recurso de reposición interpuesto frente al 
Decreto 2020/278, es nulo de pleno derecho por concurrir la causa prevista en el 
artículo 47.1.e) de la LPAC. Señalan que tanto la resolución de ruina inminente 
como este último decreto, de ejecución subsidiaria de las obras de demolición, 
se dictaron sin haberles otorgado audiencia, prescindiendo total y absolutamente 
del procedimiento legalmente establecido para declarar su responsabilidad de los 
recurrentes, lo que les ha generado una clara indefensión. Consecuencia de ello, 
solicitan también la nulidad del Decreto 2020/8049, que aprueba los costes 
imputables a cada uno de los recurrentes.  
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Con carácter previo, debe señalarse que el pronunciamiento de este 

Consejo se limitará a aquellas cuestiones relativas a los actos cuya nulidad se 
solicita por la interesada, debiendo quedar necesariamente al margen la 
controversia relativa a la propiedad del inmueble cuya resolución, en su caso, 
deberá efectuarse a través del proceso civil correspondiente. 

 
Sobre la causa de nulidad del artículo 47.1.e) de la LPAC, alegada por los 

interesados, es doctrina reiterada del Consejo de Estado (por todos, Dictámenes 
173/2008, de 30 de abril, y 2002/2008, de 11 de diciembre) que, “para que sea 
aplicable, es necesario que la conculcación del procedimiento haya sido de tal 
magnitud que suponga la concurrencia de anomalías en la tramitación que se 
caractericen por su especial gravedad” (Dictámenes 542/1996, de 7 de marzo; 
926/1997, de 3 de abril; 4894/1997, de 23 de octubre; 6175/1997, de 19 de 
febrero de 1998). En otros dictámenes (2301/1998, de 10 de septiembre) se dice 
que “es necesario apreciar con rigor que el procedimiento se ha violentado de 
modo terminante y claro (...) debiendo justificarse cumplidamente que se ha 
producido alguna anomalía esencial en su tramitación”.  

 
En un sentido similar se ha pronunciado el Tribunal Supremo, al requerir 

“omisiones sustanciales y de entidad, equiparables a la falta de aquellos 
requisitos procedimentales que configuran la esencialidad del procedimiento” 
(Sentencia de 12 de julio de 1993) o bien al entender que se produce por “el 
seguimiento de un procedimiento completamente opuesto al correcto” (Sentencia 
de 20 de abril de 1990). E igualmente, otros dictámenes que exigen “omisiones 
sustanciales y de entidad, equiparable a la falta de aquellos requisitos 
procedimentales que configuran la esencialidad del procedimiento” (Dictamen 
906/1996, de 28 de marzo), o una omisión de “hitos esenciales” del 
procedimiento (Dictámenes 45.853, de 17 de noviembre de 1983, y 1.532/1992, 
de 4 de marzo de 1993). 

 
El propio Consejo de Estado, en su Dictamen 1.365/2008, de 13 de 

noviembre, expone que este motivo de nulidad “supone una total inaplicación del 
procedimiento legalmente establecido, sin que sea suficiente advertir omisiones o 
infracciones de tramitación. La ausencia total de procedimiento debe ser entendida 
en el sentido de que no existan los engarces formales necesarios en el iter 
administrativo para concluir en el acto que se pretende emanar, envolviendo tales 
ausencias o errores procedimentales un radical vicio con irremediables efectos 
sobre el acto administrativo final (Dictámenes 2.756/96, de 25 de julio, y 
1.950/2004, de 23 de septiembre). Ni siquiera la omisión del trámite de audiencia 
da lugar `siempre y de forma automática´ a la nulidad por esta causa (Dictamen 



 

 14

3.035/95, de 25 de abril), sino que resulta necesario, como señaló la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 17 de octubre de 1991, `ponderar, en cada caso, las 
consecuencias producidas por tal omisión en la parte interesada, la falta de defensa 
que realmente haya originado y, sobre todo, lo que hubiera podido variar el acto 
administrativo originario en caso de haberse observado el trámite omitido´”. 

 
No resulta sencilla la resolución del asunto sometido a consulta ya que no 

hay unidad de criterio entre los tribunales superiores de justicia. 
 
Por un lado, algunas sentencias se inclinan por la nulidad. Así, por ejemplo, 

el Tribunal Superior de Justicia de la Región de Murcia, Sala de lo Contencioso-
administrativo, señala en su Sentencia 458/2015, de 10 de junio de 2015 (recurso 
150/2013), que citan los interesados, que “la adopción del acuerdo de ejecución 
subsidiaria sin conceder previamente un trámite de audiencia al interesado con 
posibilidad de que el mismo pueda llevar a cabo la ejecución por sus propios 
medios (art. 84 de la Ley 30/92), supone la omisión de un trámite esencial en 
principio suficiente para determinar la anulabilidad de dicha resolución, por ser 
susceptible de originar una evidente indefensión (art. 63°.2 de la Ley 30/92). 

 
»Para que la ejecución subsidiaria sea válida, según la jurisprudencia 

(STS, Sala 4ª, de 22-2-88, es necesario que con anterioridad la Administración 
haya concedido un plazo razonable al interesado para ejecutar el acto según el art. 
95 de la Ley 30/92. La jurisprudencia por otro lado exige para la validez de la 
misma que se dé otro requisito, aunque no sea exigido expresamente por el art. 
98.2 de la Ley 30/92, consistente en notificar al interesado el presupuesto 
aprobado para llevarla a cabo con carácter previo a exigirle su ingreso, con el fin 
de que el interesado tenga posibilidad de impugnarlo”. 

 
En sentido similar, el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad 

Valenciana, Sala de lo Contencioso-administrativo, en la Sentencia 691/2002, de 
31 de mayo (recurso 3567/98), tras afirmar que “el edificio presentaba tal 
deterioro que había peligro de colapsarse y derrumbarse, lo que hacía urgente 
su demolición existiendo peligro para las persones y bienes”, declaró que “La 
ausencia de notificación al propietario del inmueble, no afectará a la validez del 
acto de declaración de ruina inminente, contra la que el demandante alega solo 
defectos formales, no sustanciales, y respecto el que viene a reconocer que no 
se opone al derribo sino a la obligación de soportar los gastos del mismo. Y 
efectivamente, a pesar de que entre la declaración de ruina y el acuerdo de 
ejecución subsidiaria transcurrieron aproximadamente seis meses, tiempo 
suficiente para averiguar quién era el propietario del inmueble y notificarle la 
orden de demolición, el Ayuntamiento no realizó ninguna actuación con tal 
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finalidad; y ello le produjo una evidente indefensión en cuanto que no se le dio 
oportunidad de efectuar el propietario las obras de demolición. Lo que nos ha de 
llevar a la anulación del Decreto de ejecución subsidiaria, del que le exige el pago 
de los costes de urbanización, y de la vía ejecutiva seguida por la Administración 
contra el demandante por impago de los mismos, que forman parte del 
expediente R.2/94, cuya nulidad pidió el actor”. 

 
Por el contrario, el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, Sala de lo 

Contencioso-administrativo, en la Sentencia 813/2016, de 15 de abril de 2016 
(recurso 1055/2014), concluyó que no se había infringido de forma trascendente 
el procedimiento, ni concurría la causa de nulidad del artículo 62.1.a) de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, por haberse omitido el trámite de audiencia a los 
interesados en el expediente que concluyó con la demolición del inmueble. 

 
En el mismo sentido se ha pronunciado el Tribunal Superior de Justicia de 

Castilla y León, Sala de lo Contencioso-administrativo, en la Sentencia 850/2013, 
de 21 de mayo de 2013 (recurso 400/2012), y recientemente el Juzgado de lo 
Contencioso-administrativo nº 1 de Valladolid (que cita aquella sentencia), ambos 
aplicando la normativa de Castilla y León, al considerar que la falta de audiencia 
en un procedimiento de ruina inminente no es causa de nulidad de pleno derecho, 
al no estar previsto dicho trámite en la norma. El Tribunal Superior de Justicia 
señala “que una cosa es la declaración de ruina, prevista en el artículo 107 de la 
Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, y otra distinta la ruina 
inminente, que se regula en el artículo 108 del mismo texto legal, hipótesis esta 
segunda en la que se faculta al Ayuntamiento para adoptar unas medidas 
concretas, fundamentalmente las necesarias para evitar daños a las personas y 
a los bienes públicos. 

 
»La distinción es importante por cuanto el Tribunal Supremo ha 

dicho en Sentencias de 2 de febrero de 1993 (…) y 2 de abril de 1996 (…) que la 
ruina inminente es un estado ruinoso que puede o no coincidir con otros 
supuestos de ruina y que implica una situación de un edificio o construcción que 
ofrece un deterioro que haga urgente su demolición y exista un peligro para las 
personas y los bienes con la demora que supondría la tramitación de un 
expediente de ruina normal, siendo por consiguiente sus elementos definitorios, 
por una parte, una situación de deterioro físico del inmueble o construcción 
afectante de tal modo a su seguridad, que determine verdadera urgencia en su 
demolición, y por otra, la existencia de un peligro actual y real para las personas 
o las cosas que también la determine, fuera de lo cual, y cualquiera que sea el 
estado del inmueble, habría de seguirse el expediente contradictorio para decidir 
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en su día acerca de la posible ruina, con adopción de las medidas de 
aseguramiento que mientras tanto las circunstancias demanden”. 

 
La propia Sentencia pone de manifiesto que “en los supuestos de ruina 

inminente, el principio de audiencia cede ante otros derechos e intereses que 
requieren una mayor protección”. Tras aludir a la vigente regulación autonómica, 
afirma que “No se contempla, por lo tanto, que antes de la declaración de ruina 
inminente se oiga a los interesados para que digan si están conformes o no con 
una propuesta que haga la corporación, ni tampoco se contempla que puedan 
presentar pruebas en apoyo de su pretensión. 

 
»Lo que se prevé es que, apreciada la situación del inmueble y el 

peligro del mismo (en el caso que nos ocupa ya había habido un derrumbe de 
algunas de sus partes, según denuncia de los vecinos del edificio colindante), se 
declare la ruina y se adopten las medidas precautorias que en cada caso sean 
necesarias. 

 
»Esta tramitación, por lo demás, no genera ninguna indefensión, ya 

que frente a la declaración de ruina inminente, el interesado puede ejercer su 
derecho de defensa, impugnando esa decisión tanto en vía administrativa, en su 
caso, como en vía judicial, pudiendo solicitar las medidas cautelares que tenga 
por conveniente -incluida la suspensión del acto-, si es que cree que se dan las 
circunstancias para ello, de modo y manera que la audiencia no es previa a la 
adopción de la decisión, sino con posterioridad a la misma. 

 
»Y es aquí donde al parecer se ha producido el defecto de 

tramitación en el procedimiento administrativo, en la medida en que el Decreto 
se notifica a determinada persona, por las razones ya expuestas, en lugar de a 
los propietarios, que así aparecían en el Registro de la Propiedad. 

 
»No nos corresponde a nosotros ahora analizar si la notificación que 

obra en el expediente administrativo es conforme a derecho o no, dado que este 
no es el objeto del recurso, pero sí creemos oportuno destacar que si los actores 
consideraron que la notificación era defectuosa, lo que habría sería un vicio que 
afectaría no a la validez del acto (por eso no estamos a presencia de los supuestos 
de nulidad de pleno derecho que se recogen en el artículo 62.1.de la Ley 30/1992 
de 26 de noviembre) sino a su eficacia (artículo 57 de la misma Ley), habiéndose 
podido recurrir por la vía ordinaria cuando se ha tenido conocimiento del mismo, 
que es, desde luego y al menos, cuando se solicitó la revisión por nulidad del 
acto en cuestión, sin que a ello se opusiera la firmeza del acto por existir ese 
defecto de notificación. 
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»Y, como antes se ha indicado, no procede la revisión de un acto 

cuando el mismo es susceptible de ser recurrido”. 
 
Expuesto lo anterior, varias son las circunstancias que conlleva una mayor 

complejidad del asunto: por un lado, que, a pesar de tratarse de un expediente de 
ruina inminente (y así se denomina de forma expresa: “expediente R.I. 6/2013, 
relativo a la declaración en situación de ruina inminente parcial el cuerpo 
constructivo de menor altura del inmueble con referencia catastral (…) sito en la 
C/ cccc nº 1 de esta localidad”), el Ayuntamiento concedió trámite de audiencia a 
quienes consideró como propietarios del inmueble tras consultar los registros 
municipales; por otro, que, no obstante la situación de ruina inminente y de riesgo 
para la seguridad que presentaba el inmueble (constatada en los informes policiales 
y técnicos desde junio del año 2018), no es hasta enero de 2020 cuando se lleva a 
cabo a la demolición de la parte del inmueble afectada; y finalmente, que, pese a 
ese lapso de tiempo, no es hasta la fecha de demolición cuando se reitera la solicitud 
de información al Registro de la Propiedad sobre los titulares registrales (que se 
realizó el 5 de septiembre de 2019, sin respuesta por parte del Registro). 

 
Podría considerarse, prima facie, que la actuación del Ayuntamiento, al no 

emplear la necesaria diligencia para identificar a los titulares registrales, sería 
determinante de una indefensión clara y patente, generadora de nulidad. El 
propio Ayuntamiento reconoce que en 2014 se produjo una modificación de la 
titularidad en los archivos municipales, dato que evidentemente no se consultó 
durante la instrucción del expediente. Así lo expresa el Decreto 2020/3643, de 8 
de junio, impugnado señala que “Consultada la oficina virtual del catastro, es 
cierto que atribuye la titularidad a los Herederos de D. yyy12, siendo el 26 de 
diciembre de 1996 la fecha de modificación en catastro en cuanto a la titularidad. 
Sin embargo, existe una alteración posterior en los archivos municipales de fecha 
14 de diciembre de 2014, correspondiente a una nueva compraventa del 
inmueble de referencia, en la que consta como transmitente Dña. yyy10 y como 
adquirente Dña. yyy7, (…)”. Lo que reflejaría que la actuación del Ayuntamiento 
al tramitar el procedimiento de ruina no fue diligente en cuanto a la identificación 
de los titulares. 

 
Ahora bien, siendo cierto lo anterior -omisión de la diligencia exigible-, no 

es menos cierto que la situación que presentaba el 17 de enero de 2020, según 
el informe técnico de esa misma fecha, era la siguiente: “se constata que se ha 
producido un desplome parcial sobre vía pública del paramento de fachada del 
cuerpo de edificación frontal-derecho, can afección a estructuras tectónicas 
adyacentes y eventual riesgo de colapso de las mismas”. Y que ello obligaba a la 
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Administración a actuar de conformidad con lo previsto en el artículo 328 del 
Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, relativo a la ruina inminente. Dicho 
precepto establece: 

 
“1. Se entiende por ruina inminente de un inmueble una situación 

de deterioro físico del mismo tal que suponga un riesgo actual y real para las 
personas o las cosas, o que ponga en peligro la integridad de un Bien de Interés 
Cultural declarado o en proceso de declaración. En tal caso, el órgano municipal 
competente puede, previo informe técnico:  

 
»a) Ordenar el inmediato desalojo de los ocupantes del inmueble.  
 
»b) Adoptar las demás medidas provisionales necesarias para 

impedir daños a las personas o las cosas, o la pérdida del Bien de Interés Cultural, 
tales como el apeo y apuntalamiento del inmueble, el cerco de fachadas o el 
desvío del tránsito de personas y del tráfico rodado.  

 
»2. Entre las medidas previstas en el apartado anterior sólo puede 

incluirse la demolición de aquellas partes del inmueble que sea imprescindible 
eliminar, y en ningún caso si se trata de Monumentos declarados o en proceso 
de declaración o de inmuebles catalogados con un nivel de protección que impida 
la demolición.  

 
»3. El Ayuntamiento es responsable de las consecuencias de las 

medidas previstas en este artículo, sin que su adopción exima al propietario de 
las responsabilidades que puedan serle exigidas respecto del cumplimiento del 
deber de conservación del inmueble. Los gastos e indemnizaciones que satisfaga 
el Ayuntamiento pueden ser repercutidos sobre el propietario, y su cobro exigido 
mediante el procedimiento administrativo de apremio, hasta el límite del deber 
legal de conservación. (…)”. 

 
A la vista de la documentación obrante en el expediente, el Ayuntamiento 

actuó conforme a lo previsto en el citado artículo que, como ya se ha expuesto, 
no exige la concesión de audiencia a los propietarios, por lo que no se aprecia 
que concurra la infracción procedimental alegada ni por tanto indefensión. 

 
Tampoco se ha alegado, ni se ha probado, que como consecuencia de ello 

se le haya privado de la posibilidad de llevar a cabo la demolición por medios 
menos costosos que los que el Ayuntamiento pretende repercutirle. 
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Pero además, no cabe obviar que la situación del inmueble, las actuaciones 
de protección y vallado efectuados, y los trabajos de demolición que se estaban 
realizando pudieron ser conocidos por una de las solicitantes de la nulidad 
(Dña. yyy2), ya que consta como domicilio en el que se le han practicado varias 
notificaciones el de la calle cccc nº 3, es decir, el inmueble colindante al que es 
objeto de controversia. 

 
Por último, conviene recordar que no es objeto de este procedimiento el 

esclarecimiento de la propiedad del inmueble, por lo que, en el supuesto de que 
en un futuro se declarase que los titulares registrales no eran los propietarios del 
inmueble, podrían ejercitar las acciones que fueran pertinentes frente a estos por 
las cantidades ahora reclamadas. 

 
En virtud de lo expuesto, no procede declarar la nulidad solicitada. 

 
 

III 
CONCLUSIONES  

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León informa: 
 
No procede declarar la nulidad de pleno derecho solicitada por D. yyy1 y 

Dña. yyy2 y otros, del Decreto núm. 3.643, de 8 de junio de 2020, de la Concejalía 
de Movilidad y Espacio Urbano del Ayuntamiento de xxx1, por el que se desestima 
el recurso de reposición interpuesto por aquellos frente al Decreto 2020/278, de 
17 de enero de 2020, por el que se acuerda la ejecución subsidiaria, por parte 
del Ayuntamiento, de unas actuaciones, y del Decreto 2020/8049, de 18 de 
noviembre de 2020, por el que se aprueban los costes de la intervención 
imputables a cada uno de los solicitantes y se les requiere el pago. 

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 


